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Una nueva medición 
de la informalidad 
Opaca y desajustada 

—por Nicolás Ratto/ Diego Vidal— 

n las últimas semanas, la falta 

de rigurosidad metodológica e 

incluso de honestidad intelec- 

tual ha llegado a niveles preo- 

cupantes en el debate sobre la 

evolución del mercado laboral, la creación 

de empleos y la informalidad. Cuando el 

empleo formal y asalariado ha crecido sig- 

nificativamente en el último año, algunos 

economistas (incluso de renombre) se han 

propuesto instalar, con una lectura sesga- 

da, que como consecuencia de los avances 

en derechos de los trabajadores se habrían 

creado solo 141 puestos de trabajo en total. 

A sabiendas de que la reforma de pensio- 

nes, la reducción de jornada a 40 horas, el 

alza del salario mínimo a $500.000, entre 

otras medidas, influyen casi exclusiva- 

mente sobre los trabajadores asalariados 

formales del sector privado, estos comen- 

taristas económicos se empecinan en decir 

que estos avances explican la reducción de 

trabajadores por cuenta propia, asalariados 

públicos y trabajadores en la informalidad. 

Lo que muestran los datos es muy claro: 

hubo un crecimiento interanual de más de 

146 mil asalariados formales, una variación 

muy grande, que incluso supera a las diná- 

micas vistas en 2018-2019, por hablar de 

años prepandemia. Cuando se omite esto 

de parte de académicos, no se tiene mayor 

alternativa que pensar que hay otras agen- 

das en juego. 

Pero el pináculo de la falta de rigurosidad 

se alcanzó cuando vimos que apareció una 

nueva estimación de la informalidad labo- 

ral, que la posicionaba en un 38%. Una es- 

timación opaca y desajustada de cualquier 

estándar estadístico serio, donde mezcla ci- 

fras provenientes de la encuesta de empleo 

(INE) con un registro administrativo (Su- 

perintendencia de Pensiones), sin reparar 

incluso en problemas matemáticos severos. 

Que quede claro: desde el Ministerio del 

Trabajo y Previsión Social no rechazamos 

innovar con nuevos indicadores que en- 

riquezcan el debate público, cuestión que 

más bien incentivamos y desarrollamos 

permanentemente. El problema surge 

cuando esta innovación se realiza alejada 

de cualquier estándar, con una opacidad 

metodológica solo superada por la poca 

claridad de los intereses que la motivan. Y 

así se va instalando que vivimos una “ca- 

tástrofe laboral” que no se condice con la 

realidad, pero que (¡peor!) en nada ayuda a 

las políticas de empleo del país. 

Seamos claros, la medición oficial de 

la Tasa de Ocupación Informal, según la 

Encuesta Nacional de Empleo del INE ha 

alcanzado el 26,0% en los últimos me- 

ses, permitiéndonos observar mejoras 

persistentes en los últimos años y com- 

pararnos con otros países de Latinoamé- 

rica y la OCDE, gracias a una metodología 

estandarizada y conocida a nivel global. 

Contrario a este estándar, se ha querido 

reducir la informalidad laboral exclusiva- 

mente a la ausencia del pago de cotizacio- 

nes, equiparando conjuntos con diferen- 

tes categorías ocupacionales: mientras los 

ocupados del INE abarcan empleadores, 

cuenta propia, asalariados privados, asa- 

lariados públicos, familiares no remune- 

rados y trabajadoras de casa particular, el 

registro de la Superintendencia de Pen- 

siones solo considera trabajadores cuyos 

empleadores les hayan cotizado en el mes 

de referencia. 

Así, aparece una serie de preguntas 

metodológicas básicas que quedan sin 

respuesta y cuestionan la robustez del 

instrumento, ¿el indicador administrati- 

vo involucra a los trabajadores indepen- 

dientes formales que cotizan con rezago 

de un año, luego de hacer la operación 

renta?, ¿el registro considera a las perso- 

nas jubiladas que ya no están obligadas 

a cotizar?, ¿en qué situación quedan los 

trabajadores con cotizaciones declaradas, 

pero no pagadas por sus empleadores? Es- 

tas interrogantes no tienen respuesta en la 

estimación propuesta, lo que sugiere que 

el indicador alternativo está sobrestiman- 

do la informalidad al contabilizar como 

informales a trabajadores que, en la medi- 

ción estándar, no lo serían. 

Saludamos la iniciativa de usar registros 

administrativos, ya sean del Estado o em- 

presas, para analizar el mercado laboral. 

Son datos a disposición que ya fueron le- 

vantados y que solo requieren procesa- 

miento y análisis. Llamamos a que cual- 

quier innovación en medición cumpla 

estándares técnicos, para seguir fortale- 

ciendo -y no debilitando- nuestro patri- 

monio estadístico nacional. 

Ratto es jefe de la división de políticas de 

empleo y Vidal es jefe de intermediación 

y prospección Laboral, del Ministerio del 

Trabajo. 
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Chao préstamo: 
consignas fáciles, 

problemas complejos 

  

—por Soledad Hormazábal- 

n la discusión previsional, las 

consignas fáciles suelen es- 

conder problemas complejos. 

La propuesta de eliminar el 

llamado “préstamo” —recien- 

temente aprobado en la reforma de pen- 

siones —es un buen ejemplo de aquello. A 

primera vista suena atractivo, pero detrás 

de esa aparente simpleza se esconde un 

error que puede costarle caro al país. 

El programa de gobierno de José Anto- 

nio Kast señala “Chao Préstamo al Esta- 

do. Terminaremos con el préstamo de las 

personas al Estado contenido en la refor- 

ma previsional, para lo cual lo sustitui- 

remos por la inversión en instrumentos 

financieros en condiciones de mercado. 

Así se consolidará que todo el aporte de 

cotización adicional vaya a las cuentas in- 

dividuales de cada trabajador”. 

El diseño de la reforma contempla un 

mecanismo de financiamiento cruzado 

que permite subir de inmediato las pen- 

siones actuales. Si toda la cotización se va 

de inmediato a cuentas individuales, ese 

canal desaparece. En otras palabras, se 

frustra no solo la posibilidad de mejorar las 

pensiones de los jubilados de hoy —uno de 

los objetivos centrales de la reforma—, sino 

también una promesa política transversal 

que dio sustento al acuerdo previsional. 

La propuesta alternativa, según se ha 

señalado, sería que el Estado emitiera 

bonos que luego comprarían las AFP 

utilizando los ahorros de los cotizantes. 

Con esos recursos adicionales —es decir, 

con deuda pública— el Estado financia- 

ría los beneficios. Pero la pregunta cae 

de cajón: ¿qué sentido tiene reemplazar 

un préstamo de los trabajadores al Estado 

por otro, si ambos se hacen a tasa de mer- 

cado? Para los afiliados no existe ninguna 

ganancia real en este cambio; en ambos 

casos es ahorro individual invertido en 

deuda pública. Se trataría de un mero 

juego contable sin efectos positivos sobre 

sus pensiones. 

Así, tras una férrea oposición a la refor- 

  

ma, el Partido Republicano termina pro- 

poniendo simplemente reemplazar un 

préstamo por otro. ¿Vale la pena oponerse 

tenazmente a una reforma que legitimó y 

amplió la capitalización individual por 

un detalle cosmético desde la perspectiva 

del afiliado? El gesto es revelador: refleja 

un estilo de hacer política que desprecia 

los acuerdos y se mueve bajo la lógica del 

todo o nada, una lógica que casi siempre 

termina en nada y, en definitiva, condena 

al país al inmovilismo. 

El mecanismo alternativo propuesto 

no solo es irrelevante para los afiliados, 

además es inconveniente desde la pers- 

pectiva política y fiscal. Al incorporar es- 

tos beneficios al gasto público corriente, 

cada año se abriría la discusión durante 

la tramitación de la Ley de Presupuesto, 

enfrentando fuertes presiones para incre- 

mentar su cuantía. Se estaría instalando 

un factor de inestabilidad permanente 

sobre la política previsional. Sin duda, 

los mercados leerían esta dinámica como 

una señal clara de fragilidad institucional 

y de inestabilidad. 

Más grave aún, reabrir el debate dejaría 

a la reforma previsional sin legitimidad 

política y devolvería el tema a la are- 

na ideológica, donde históricamente ha 

quedado entrampado. El “préstamo” no 

es un capricho: fue el mecanismo que 

habilitó el acuerdo que permitió elevar 

el ahorro previsional, dar sustentabilidad 

de largo plazo al sistema de capitalización 

individual y ratificar la administración 

privada de fondos. 

En resumen: insistir en este cambio es 

gastar capital político y tiempo legisla- 

tivo en una reforma inconducente, que 

no mejora rentabilidades, desfinancia 

beneficios, añade incertidumbre fiscal y 

arriesga poner nuevamente en entredi- 

cho el sistema de capitalización indivi- 

dual. No es avanzar: es retroceder. 
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